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Se resuelve la impugnación presentada por el accionante contra la sentencia proferida el veintitrés de octubre del presente año por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en esta acción de tutela promovida por APOLONIDES IBARGUEN RAMIREZ, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- y el programa de “FAMILIAS EN ACCION”.

I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se le tutele su derecho fundamental a la igualdad que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las arriba citadas. La primera, porque no le ha dado “el autosostenimiento a la ayuda humanitaria” y las prórrogas a que tiene derecho; igualmente, porque a unos desplazados, no obstante tener menos hijos, les entregan más plata de la que a él le dan; y, la segunda, porque le está negando el subsidio a sus hijos, aduciendo que uno de ellos no está estudiando y porque le cambiaron el nombre de APOLONIDES por APOLONIDAS en la tarjeta cuya copia obra a folio 05 del cuaderno principal. 
Antes de admitir la tutela se escuchó en declaración al tutelante. En el auto admisorio se ordenó como prueba de oficio, que el BANCO AGRARIO certificara los movimientos que el tutelante hubiera tenido en la cuenta otorgada por el programa FAMILIAS EN ACCION. 

La   agencia demandada anexó escrito por fuera del término concedido en donde expresa que no tiene la calidad de ente ejecutor, sino de coordinador con las entidades ejecutoras, entre ellas el Ministerio de Educación Nacional, las Secretarías de Educación Departamental y Municipal; que el accionante y su grupo familiar se encuentran  incluidos en la base del REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA –RUPD- desde el 27 de noviembre del 2000; que la atención humanitaria de emergencia que se le brinda a los desplazados, es otorgada en cumplimiento de un deber legal, determinado en la ley 387 de 1997, en la sentencia T-025 de 2004 y en el Decreto 2569 de 2000; que para el sub lite se constató que el peticionario ha recibido los componentes de la atención humanitaria de emergencia, para lo cual hace una relación de los beneficios otorgados, entre los que se destacan la afiliación en salud, programas de asistencia social y subsidio de vivienda. 

Luego de determinar la naturaleza del programa FAMILIAS EN ACCION, afirmando que es desarrollado por el FONDO DE INVERSION PARA LA PAZ, por intermedio de la estrategia Red de Apoyo Social, se defiende aduciendo que la familia del tutelante fue retirada de él porque la menor DIANA MARCELA IBARGUEN MOSQUERA, aparece con doble inscripción pero que, a partir del 16 de octubre del 2009, se reingresó a la familia del señor APOLONIDES IBARGUEN RAMIREZ a dicho programa (esta información le fue comunicada al accionante
). 
Pide que se denieguen las peticiones del accionante por carecer de fundamentos fácticos y jurídicos. 

La jueza de instancia denegó la acción interpuesta porque a su juicio, la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- le ha concedido al peticionario la ayuda humanitaria que consagra la ley, al igual que sus prórrogas, y que lleva nueve años recibiendo aquélla; a pesar de esto, le ordenó a FAMILIAS EN ACCION, que a través de sus funcionarios, inscribiera a algunos de los hijos del accionante en su programa.  También le ordenó a la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- que coordinara la información sobre los programas a los que se pudiera vincular al accionante y a los miembros de su familia. 
Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna el accionante, insistiendo en que se le violó el derecho a la igualdad porque, si a un desplazado cuyo núcleo familiar es de dos personas le entregan $1.300.000.00, por qué a él, que su núcleo es de doce, le dan $800.000.00 de subsidio. “Un desplasado (sic) no es mas (sic) que otro porque todos tenemos los mismo (sic) derecho (sic), argumenta.  
Se pasa a resolver el recurso previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




El derecho que el actor estima se le está vulnerando o amenazando el de la igualdad, consagrado en el artículo 13 de la Constitución Nacional.


De entrada es preciso señalar que la ocurrencia del fenómeno social conocido como “Desplazamiento Forzado” sí implica la vulneración de los derechos fundamentales de aquellas personas que lo padecen.  Así lo ha precisado inequívocamente la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones (sentencias T-227 de 1997; SU-1150 y 1365 del año 2000; y T-327 de Marzo 26 del año 2001.)

Sin embargo, la Sala comparte el criterio del juzgado de la causa porque, de las pruebas que obran en el proceso, se advierte claramente que el accionante y su familia han sido atendidos en debida forma por Acción Social, de acuerdo con lo que a ella compete, ya que se encuentran afiliados en salud a la E.P.S.-S ASMET SALUD, los ha vinculado a programas de asistencia social como capacitación en el SENA y otorgado subsidios de vivienda; asimismo, en diferentes fechas, les ha brindado mercados, kit de higiene y aseo, cocina y vajilla
. 

 Por lo demás, y frente al programa de FAMILIAS EN ACCION hay que decir que el accionante y su familia se beneficiaron de los subsidios, mas por causas imputables a una de sus hijas, le fueron suspendidos. A pesar de ello, ya se reingresaron los hijos menores del señor APOLONIDES IBARGUEN RAMIREZ al mismo y empezará a recibir los favores en este mes
. 
En relación con la insistencia del demandante de que se le violó el derecho fundamental a la igualdad, resulta oportuno precisar que nuestro ordenamiento constitucional busca su protección desde el punto de vista objetivo y no formal, es decir, “la igualdad, exige un tratamiento igual para los casos iguales y un tratamiento diferente respecto de los casos que presentan características desiguales”
, circunstancias que aquí no se presentan porque el señor APOLONIDES IBARGUEN RAMIREZ no aportó prueba para demostrar la desigualdad que alega y que hiciera posible el estudio por parte de esa instancia. 




Lo anterior impone la confirmación del fallo impugnado, pero se revocarán los ordinales segundo y primer tercero –la sentencia tiene dos ordinales con ese número- porque, tal y como lo ha definido la jurisprudencia, si no hay violación o amenaza de los derechos constitucionales como en este caso, ningún objeto tiene la determinación judicial de impartir una orden, pues en el evento de adoptarse ésta, caería en el vacío por sustracción de materia
. 
Sin más consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:




1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el veintitrés de octubre último, por el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en esta acción de tutela promovida por APOLONIDES IBARGUEN RAMIREZ, en contra de la AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL –ACCION SOCIAL- y el programa FAMILIAS EN ACCION.

2º) SE REVOCAN los ordinales segundo y primer tercero del mencionado fallo. 

3º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o. del Decreto 306 de 1992).





4º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
 Fernán Camilo Valencia López 



     
� Folios 29 y 30 del cuaderno principal. 


� Folios 22 al 24 del cuaderno principal.


� Folios 29 y 30 ídem.


� Sent. C-590. Diciembre 7 de 1995. Corte Constitucional.


� Sentencia T-856 de 2007. M.P. HUMBERTO ANTONIO SIERA PORTO.
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